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Orientaciones didácticas para trabajar el 8 de mayo

DÍA NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL
Primer momento
Leer  en forma grupal el texto producido por SUTEBA  y las fuentes que informan sobre el caso

1. Reflexionar sobre el accionar policial en el crimen de Budge

2. Qué sector de la sociedad se ve afectado por la violencia policial

3. Por qué creen que suceden estos casos de violencia policial?

4. Conocen casos de amigos y/o del barrio. Qué ocurrió? Se lo sometió a la justicia?

5. Los vecinos  realizaron alguna acción?

6. Que creen uds se podría hacer para denunciar estos casos?

7. Compartir los relatos y el comentario sobre los casos del barrio

8. Con qué herramientas contamos para la defensa de un bien tan preciado como es la vida?
Conceptos para trabajar:

· La democracia como forma de gobierno

· Los instrumentos de la democracia

· Las tensiones o conflictos que se presentan en el marco del Estado de Derecho

· La forma de resolverlos

· Qué es el estado de derecho

· Derecho a tener derechos
Segundo momento
Entrega del tríptico de la Campaña Nacional Contra la Violencia Institucional

Explorarlo, haciendo hincapié en los derechos de los que son titulares los jóvenes

Tercer momento
Se puede presentar el video del Encuentro Nacional Contra la Violencia Institucional  http://youtu.be/SXpREpW5L-4  , en él  jóvenes explican que hacer si la policía te detiene.

Acciones
Señalar el lugar donde ocurrió el caso recordado por los estudiantes. Se puede organizar desde la escuela, articulando con otras organizaciones del barrio, con las familias y con la municipalidad (por ejemplo con la dirección de DDHH)

EL TIEMPO ESTIMADO DE TRABAJO ES DE 3 HS RELOJ POR LO CUÁL EL TRABAJO SE PUEDE REALIZAR EN DOS CLASES

Recursos
· LINK DE LA Campaña Nacional Contra la Violencia Institucional
http://www.contralaviolencia.com.ar/
Sitio web de la campaña

· LINK DEL SPOT PUBLICITARIO  Campaña Nacional Contra la Violencia Institucional
http://youtu.be/P-m8hmKqvWw
Spot en el que se explica en que consiste la campaña

· LINK:  Video Encuentro Nacional Contra la Violencia Institucional
http://youtu.be/SXpREpW5L-4
A qué tenés derecho si te detienen
· Documento producido por la Secretaría de DDHH de SUTEBA
· Artículos periodísticos sobre casos de gatillo fácil

· Tríptico impreso de la Campaña Nacional Contra la Violencia Institucional ( Este material llegará a las seccionales del SUTEBA y de ahí se distribuirán)


Temas que aborda el tríptico:

· Derechos

· Porque el 8 de mayo es el día nacional de la lucha contra la violencia institucional

· Qué es la violencia institucional y policial

· Por qué luchar contra la violencia institucional
Documento producido por la Secretaría de DDHH de SUTEBA
8 de mayo: día nacional contra la violencia institucional.

En la madrugada del 8 de mayo de 1987 efectivos policiales de la comisaría de Ingeniero Budge asesinaron a balazos a tres jóvenes que se encontraban conversando en una esquina de esa barriada. El hecho conmocionó a la comunidad y fue el episodio más aberrante del accionar de lo que se dio en llamar como la “Maldita Policía” y puso en el marco del debate político de la época la  conducta deliberada de las fuerzas de seguridad de “Gatillo fácil”.     


El hecho movilizó al barrio y generó una fuerte resistencia social que instaló en la agenda política sucesos de la misma naturaleza que identificaban el modo represivo en que las fuerzas policiales intervenían en las barriadas populares de vastos lugares del país y en especial en la provincia de Buenos Aires. Según estadísticas de la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional, desde el año 2000 hasta el año 2012 murieron 1.893 personas en hechos de violencia institucional con participación de integrantes de Fuerzas de seguridad. El 49% de estas personas murió por disparos efectuados por policías que estaban en servicio.

Esta fuerte demanda social motivó que el Congreso Nacional sancionara por unanimidad la ley 26.811 que instituye el 8 de mayo como el Día Nacional de la Lucha contra la violencia Institucional.

En los fundamentos de la Ley se reconoce el sentido de recordar las graves violaciones a los derechos humanos ocasionadas por las fuerzas de seguridad, promoviendo la adopción de políticas  en materia de seguridad respetuosas de los derechos humanos.

Asimismo se propone que en el seno del Consejo Federal de Cultura y Educación, el Ministerio de Educación de la Nación y las autoridades educativas de las distintas jurisdicciones acuerden la inclusión en los respectivos calendarios escolares de jornadas alusivas al Día Nacional instituido con el objeto de consolidar la concepción democrática de seguridad respetando la plena vigencia de los Derechos Humanos, la sujeción irrenunciable de las fuerzas de seguridad al poder político y la protección de los derechos de los grupos más vulnerables de la sociedad.

Dispone, por último para cada uno de los parajes donde se hubieren perpetrado hechos de violencia institucional una señalización que lo determine como tal, acompañada de una leyenda alusiva de repudio de los hechos que allí sucedieron.


¿Qué es la violencia institucional y policial?:

Entendemos que la violencia institucional refiere a todo abuso de poder, físico o psicológico, que ejerce el Estado en cualquiera de sus niveles y dependencias sobre personas u organizaciones de la sociedad civil.  Una de las formas en que esa violencia se manifiesta es precisamente a través de las fuerzas policiales que precisamente concentran el poder punitivo del Estado.


Si bien existieron avances innegables en el progreso de democratización de las fuerzas de seguridad y del trabajo de consolidación institucional y popular en la defensa y promoción de los derechos humanos, la violencia policial sigue siendo una práctica que no ha sido definitivamente erradicada.   Muchas de esas prácticas institucionales violentas han sido naturalizadas  por los sectores populares y no suelen ser identificados como abusos de poder. Son visibilizados como facultades “normales” y hasta “permitidas”.


La violencia policial tiene su costado más demencial en el gatillo fácil, pero hay que buscarla también en determinadas prácticas de abuso policial como las demoras por averiguación de antecedentes o control de motovehículos, en hostigamientos y persecuciones, en coimas y armados de causas que desde el ejercicio del poder convierten ese modo de  intervención en un mecanismo de control y discriminación social.


Sin embargo existen otras prácticas violentas institucionales que no son asociadas a la intervención policial. En distintas y en no pocas dependencias estatales (hospitales, judiciales, escolares) se reproducen conductas burocráticas de sus agentes que reprimen y desalientan el acceso de sectores populares a los servicios y beneficios de las políticas públicas agravando aún más sus condiciones de vulneración. Así existen prácticas de demoras extorsivas, incumplimientos en las respuestas y denegaciones frente a demandas urgentes y reclamos de personas y grupos expuestos a padecimientos y conflictos.    


Es necesario entonces desarticular aquellas prácticas, discursos y miradas que convierten a vastos sectores sociales como enemigos. Para ello y en primera medida es necesario reconocer nuestros derechos, difundirlos y ponerlos en ejercicio. En este sentido la Ley 26811 y las jornadas de reflexión sobre la violencia institucional  que esta inspira pueden ser una herramienta útil a utilizar en centro de estudiantes, organizaciones barriales, sociales y juveniles.-
Artículos periodísticos
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Lunes, 26 de octubre de 2009 |
Audiencia por el caso Budge
El ex suboficial de la Bonaerense Juan Balmaceda, condenado a 11 años por el asesinato de los jóvenes Agustín Olivera, Oscar Aredes y Roberto Argañaraz, estuvo prófugo y pasó sólo 20 días detenido. Los familiares de las víctimas piden que esté tras las rejas.

Agustín Olivera, Oscar Aredes y Roberto Argañaraz fueron fusilados por tres uniformados de la Bonaerense el 8 de mayo del ’87.
Se la conoció como la masacre de Ingeniero Budge.

Dos décadas después de las muertes y luego de profugarse durante 11 años, el principal responsable de los asesinatos, (el suboficial mayor) Juan Ramón Balmaceda, goza de arresto domiciliario. Balmaceda estuvo entre rejas 20 días: “Resulta grotesco que se funde esa resolución en la finalidad de ‘procurar su adecuada inserción social’ y se cite para el caso los Pactos Internacionales de Derechos Humanos”, explicó Sergio Smietniansky, de la Coordinadora Antirrepresiva por los Derechos del Pueblo (CADeP) y, junto con Alejandro Zimerman, representante legal de los familiares de las víctimas. En diálogo con Página/12 y a pocos días de una nueva audiencia buscando suprimir el arresto de Balmaceda, abogados y familiares relataron los años de encubrimiento e impunidad policial.
LA HISTORIA
Un llamado telefónico desató la masacre. Los tres pibes estaban sentados en una esquina tomando cerveza cuando cayeron Balmaceda y los cabos Jorge Alberto Miño e Isidro Rito Romero, bajaron de una camioneta y dispararon 15 balazos sobre Agustín y 10 sobre el cuerpo de Oscar. A la vista de un grupo de vecinos, los bonaerenses plantaron dos armas cerca de los cadáveres y después Roberto (el Willy), herido en su pierna, fue acribillado de 7 tiros dentro del vehículo policial.

Al momento de su fusilamiento, Oscar tenía 19 años, Roberto 24 y Agustín 26. Los dos más grandes trabajaban juntos en un taller de plásticos. Todos eran pobres y “siempre después de pelotear en el club Lucero se quedaban horas en este banquito –señaló don Alberto y aclaró–. El día anterior a ese 8 de mayo, también la vereda de mi casa había estado llena de chicos”
LA CAUSA JUDICIAL
Un año después, la causa fue caratulada como “exceso en legítima defensa”. “La policía intentó hacer pasar el caso como un enfrentamiento con supuestos delincuentes”, aseguró a este medio Smietniansky. Don Alberto explicó que “no fue la primera vez que Balmaceda y la comisaría 1ª mataban a un chico pobre. Poco antes, al Mauri –un joven del barrio– lo acribillaron mientras dormía en su casilla de madera y después lo vistieron todo para que aparentara otra cosa”. Pero la presión de las familias, de la barriada de Budge y del abogado León “Toto” Zimerman lograron “abrir el bosque oscuro y que la sociedad dejara de mirar para otro lado”, reflexionó el padre de Agustín.

En los tribunales de Lomas de Zamora, en mayo del ’90, comenzó el primer juicio a los uniformados. Balmaceda y Miño fueron condenados a cinco años y Romero a 12. A los dos primeros se los juzgó por homicidio en riña, y al segundo, por homicidio simple. “Todos los testigos fueron apretados”, gritó Ramona Quinteros. Frente a la casa de don Alberto, casi 20 años después, la mamá de Roberto contó que “muchos vecinos fueron amenazados por policías y, entonces, empezamos a usar una forma de alerta para el barrio”. El aviso de Budge funcionaba con el solo repicar de una cuchara y una cacerola. También, el Toto Zimerman sufrió el amedrentamiento bonaerense: “Le quemaron el coche –admitió su hijo y actual abogado de los familiares de las víctimas–. Pero mi viejo se tomaba las cosas con otra filosofía y bromeó con que siempre quiso tener una Renault Fuego”.

La Corte Suprema de la provincia de Buenos Aires anuló el primer juicio. Cuatro años después, el 24 de junio de 1994, Balmaceda, Miño y Romero fueron condenados a 11 años de prisión por homicidio simple. Según Smietniansky, “la masacre de Ingeniero Budge no fue el primer caso de gatillo fácil sino el primero en el que todo un barrio se organizó para pelear contra la policía represiva”.

Una década después, en septiembre de 1997, la Corte provincial confirmó la segunda sentencia. También “le negó a la defensa de los policías un recurso extraordinario para recurrir ante la Corte Suprema”, explicó Zimerman.

El 28 de mayo del ’98 se ordenó la detención de los bonaerenses, pero nunca se concretó. “Un efectivo de la misma fuerza fue hasta la vivienda de cada uno de los condenados y –dijo Smietniansky–, como algún familiar le dijo que no se encontraban en el lugar, se volvió a la comisaría sin detener a ninguno de los asesinos.” Después de la fuga, “el gobierno bonaerense publicó las fotos de los homicidas retratadas cuando ingresaron en la fuerza, es decir con más de 20 años de antigüedad”, agregó el abogado.

Balmaceda, Romero y Miño “siempre tuvieron protección policial y, por eso, con Toto (Zimerman) y los vecinos comenzamos a realizar una investigación propia para dar con los uniformados”, dijo Smietniansky. Guardias en las viviendas de los condenados, fechas de cumpleaños de los allegados, afiches con sus caras y hasta “el mapa de la familia Balmaceda”, fueron parte de las estrategias para encontrar a los ex policías. El 9 de octubre del ’99, Romero fue el primero que cayó preso.

A poco menos de un año de que caducara la causa, Ramona amenazó con encadenarse al Ministerio de Seguridad provincial. “Tuvimos una reunión con la cúpula de la Bonaerense y uno de los oficiales nos dijo que Balmaceda y Miño iban a aparecer porque ya no tenían más coberturas”, sostuvo la mujer. A mediados de septiembre de 2006 fue encontrado Miño. El 2 de noviembre, con 69 años cumplidos, fue detenido Balmaceda.
Informe: Mariana Seghezzo.


   
Sábado, 12 de febrero de 2011

La Bonaerense y otro caso de gatillo fácil

Un joven de 19 años fue baleado por un policía que lo persiguió luego de que éste escapara en su moto de un control vehicular en la ciudad de Baradero. El uniformado, que está detenido, le disparó balas de goma y de plomo.
El hecho ocurrió esta madrugada, alrededor de las 4:30, cuando Lucas Rotella (19) conducía su motocicleta por las inmediaciones de la plaza Colón, y escapó a un control policial que intentó detenerlo porque no llevaba casco. Uno de los efectivos que Rotella había esquivado inició una persecución del joven, sacó su escopeta y le disparó postas de goma y de plomo, lo que lo hizo caer gravemente herido.
Lunes, 30 de septiembre de 2013
Dos policías detenidos por otro caso de gatillo fácil
Un oficial de la bonaerense y otro de la Metropolitana quedaron a disposición de la Justicia esta mañana, luego de que el juez de instrucción porteño, Rodrigo Pagano Mata, ordenara sus detenciones por el disparo que recibió en la cabeza Eric Milton Ponce, de 29 años, quien permanece en terapia intensiva en el Hospital Pirovano. El secretario de Seguridad, Sergio Berni, confirmó que los policías son hermanos y que el disparo se realizó a muy corta distancia.

Según las pesquisas, el hecho ocurrió frente a la Plaza Alberdi, en Machaín y Larralde, del barrio de Villa Urquiza, donde dos o tres jóvenes, entre ellos Ponce, permanecían sentados en un automóvil estacionado frente a un salón de fiestas. Uno de los dos policías, que participaban de una comunión en el salón, era el dueño del auto y salió de la fiesta para pedirle a los jóvenes que se apartaran. "Le pidieron 20 pesos porque le habían cuidado el auto, pero el hombre les dijo que por qué no le daban 20 pesos a él que les había prestado el auto como asiento", contó esta mañana un joven que dijo haber escuchado lo ocurrido.

Luego de eso, el hombre se fue del lugar y regresó minutos después con otras dos personas que increparon a los jóvenes y, en medio de esa discusión, el dueño del auto extrajo un arma de fuego y disparó.

Indymedia    http://argentina.indymedia.org/news/2012/11/826549.php
Especial 10 años de la Asociación Miguel Bru
10 años acompañando a víctimas de la violencia policial

Desde el 2002, la Asociación ha brindado acompañamiento y asesoramiento legal a distintas víctimas de la violencia policial en la ciudad. Entre estas se encuentran el caso de Dariann Barzabal, Mauro Martínez y el de Christian Domínguez, recientemente llevado a juicio.

Durante los últimos diez años, no son pocos en la ciudad de La Plata los casos de personas víctimas de la violencia institucional. De torturas a casos de gatillo fácil, la Asociación Miguel Bru ha acompañado un sin fin de familias, y en varias ocasiones patrocinando las causas junto al Colectivo de Investigación y Acción Jurídica (CIAJ). Muchos de estos casos, gracias a la lucha de ambas organizaciones, lograron llevar los culpables a juicio, pero topándose en ocasiones con lo que el CIAJ denomina como “la maldita justicia”.

La Violencia policial en imágenes
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